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El Decreto-ley

Normas gubernamentales con fuerza de ley. Decreto-
ley Concepto y límites Intervención parlamentaria:ley. Concepto y límites. Intervención parlamentaria: 

convalidación y conversión



Normas gubernamentales con fuerza 
de leyde ley 
Ubicación en el sistema de fuentes de la CE (remisión)

• Normas con rango de ley de 
origen parlamentario
▫ Ley Ordinaria

L O á i

ConstituciónConstitución

▫ Ley Orgánica
▫ Otras: Ley de delegación, 

ley de transferencia, ley 
marco, ley de 

NormasNormas
con con 

rango de leyrango de ley

, y
harmonización, EEAA, ley 
de presupuestos

• Normas con rango de ley de 
origen gubernamental

ReglamentosReglamentos

origen gubernamental
▫ Decreto-ley (artículo 86 CE)
▫ Decreto Legislativo 

(artículos 82, 83, 84 y 85 
CE)

Actos AdministrativosActos Administrativos

CE)



Normas gubernamentales con fuerza 
de leyde ley
Su significado

• La cooperación entre los poderes legislativo y ejecutivo en la 
función legislativa: las normas gubernamentales con fuerza de ley 
se suman a la iniciativa legislativa gubernamentalse suman a la iniciativa legislativa gubernamental

• El Decreto Legislativo: el Gobierno suple, previa autorización del 
poder legislativo, la falta de medios de las Cortes para abordar 
materias complejas y extensasp j y

• El Decreto-ley se suma a la noción de cooperación: de legislación 
de excepción a legislación de urgencia (STC 6/1983, FJ 5)
▫ El Gobierno suple la imposibilidad de respuesta rápida del legislativo en 

sit aciones de rgenciasituaciones de urgencia
▫ La intervención parlamentaria se convierte en un control a posteriori de la 

respuesta rápida a la situación de urgencia dada por el Gobierno mediante el 
Decreto-ley



Los presupuestos del Decreto-ley y su 
control

G í C• El Gobierno debe respetar las condiciones y límites que la CE 
determina para la aprobación de un Decreto-ley: artículo 86 CE
▫ Presupuesto habilitante
▫ Límites materiales
▫ Límites temporales

• Dos tipos de control sobre el uso del Decreto-ley que efectúe el 
Gobierno
▫ Control parlamentario: la convalidación o derogación y laControl parlamentario: la convalidación o derogación y la 

conversión
▫ Control jurisdiccional del TC 



El Decreto-ley en los nuevos EEAA: 
remisión

Las reformas estatutarias han incorporado el Decreto ley al sistema• Las reformas estatutarias han incorporado el Decreto-ley al sistema 
de fuentes de cada CCAA
▫ Andalucía: art. 110 (LO 2/2007)

A ó t 44 (LO 5/2007)▫ Aragón: art. 44 (LO 5/2007)
▫ Castilla y León: art. 25.4 (LO 14/2007)
▫ Cataluña: art. 64 (LO 6/2006)
▫ Comunidad Valenciana: art. 44.4 (LO 1/2006)
▫ Islas Baleares: art. 49  (LO 1/2007)

• La configuración del Decreto-ley en los ordenamiento autonómicos 
se hace a imagen y semejanza del artículo 86 CE



Presupuesto habilitante

Necesidad relativa, no absoluta: urgencia, pero no      
excepción (STC 6/1983, FJ 5)

Interpretación extensiva Extraordinaria y urgenteExtraordinaria y urgente Interpretación extensiva 
del TC (STC 111/1983, FJ  5)

- La apreciación sobre la                    
concurrencia del 

presupuesto habilitante es una decisión política que 

Extraordinaria y urgenteExtraordinaria y urgente
necesidadnecesidad

GobiernoGobiernopresupuesto habilitante es una decisión política que 
corresponde al        Gobierno

- El margen de apreciación 
del Gobierno es amplia: el 

deber de motivación como 

GobiernoGobierno

contrapunto
- En ciertos momentos el 

TC ha endurecido su 
postura: STC 68/2007

DecretoDecreto--leyley

TCTC

El control último sobre la concurrencia de la “extraordinaria y urgente 
necesidad” corresponde al TC: la arbitrariedad y el uso abusivo como 

criterios (STC 29/1982, FJ 3)



Límites materialesLímites materiales
• Los Decretos-leyes “no podrán afectar”:

▫ “Al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado”▫ Al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado
▫ “A los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el 

Título primero”
▫ “Al régimen de las Comunidades Autónomas”
▫ “Ni al Derecho electoral general”

• De nuevo, interpretación extensiva del TC: se restringen los límites 
materiales del Decreto-leymateriales del Decreto ley
▫ El problema interpretativo: ¿qué se entiende por “no afectar” los derechos, 

deberes y libertades?
▫ Para el TC: “no afectar” implica la imposibilidad de regular “el régimen 

general” de los derechos deberes y libertades así como no atentar contrageneral de los derechos, deberes y libertades, así como no atentar contra 
“el contenido o elementos esenciales de alguno de tales derechos” (STC 
111/1983, FJ 8).

▫ En resumen: amplio margen del Decreto-ley para incidir en el ámbito 
material de los derechos deberes y libertadesmaterial de los derechos, deberes y libertades



Límites temporalesLímites temporales
• Naturaleza temporal del Decreto-ley: “disposiciones 

legislativas provisionales”legislativas provisionales
Convalidación
continua desplegando 
efectos jurídicos

Efectos jurídicos temporalesGobiernoGobierno
PromulgaciónPromulgación

CongresoCongreso
De losDe los

30 días
PromulgaciónPromulgación

YY
Publicación BOEPublicación BOE

De losDe los
DiputadosDiputados

Derogación
cese de efectos 
jurídicos



El control parlamentariop
• La intervención parlamentaria a posteriori como contrapeso 

(Check and Balances): el control político de las minorías(Check and Balances): el control político de las minorías 
parlamentarias

Gobierno Congreso de los Diputados

Efectos jurídicos temporales

11
Promulgación Promulgación 

33
ConvalidaciónConvalidación

44
ConversiónConversióngg

DecretoDecreto--leyley oo
DerogaciónDerogación

22

ConversiónConversión

Ley
22

30 días30 días
-- Debate de convalidación Debate de convalidación 

o derogacióno derogación
P omo e con e siónP omo e con e sión-- Promover conversiónPromover conversión



El control parlamentario: la 
convalidación o derogación 
• El Congreso deberá pronunciarse expresamente en el plazo de 30• El Congreso deberá pronunciarse expresamente, en el plazo de 30 

días desde la promulgación del Decreto-ley por el Gobierno, sobre su 
convalidación o derogación
▫ Convalidación: el Decreto-ley continua desplegando efectos y p g

jurídicos como “Decreto-ley convalidado”, pero no adquiere 
naturaleza de ley parlamentaria

▫ Derogación: el Decreto-ley no despliega más efectos jurídicos, 
ú i t h d l d f t d t i i t lúnicamente ha desplegado efectos durante su vigencia temporal

• El procedimiento de convalidación no permite al Congreso modificar 
el contenido del Decreto ley: se convalida o deroga en su totalidadel contenido del Decreto-ley: se convalida o deroga en su totalidad

• Para el procedimiento de convalidación o derogación ver el artículo 
151 del Reglamento del Congreso de los Diputados151 del Reglamento del Congreso de los Diputados



El control parlamentario: la conversión 
en ley

• El Congreso, mediante el procedimiento de urgencia, podrá
tramitarlo como proyecto de ley

E i l ió ( l l• Es necesario que se promueva la conversión (no que se concluya la 
misma) durante el periodo de 30 días desde la promulgación del 
Decreto-ley
▫ Si se hubiese instado la conversión pero no se finalizara la▫ Si se hubiese instado la conversión pero no se finalizara la 

misma antes de los 30 días (supuesto natural por la brevedad del 
plazo), será necesaria la convalidación del Congreso, para, con 
posterioridad, proseguir con la tramitación por el procedimiento p p g p p
de urgencia y culminar con la conversión

• Efectos de la conversión: el Decreto-ley se extingue y nace una ley 
d i l t ide origen parlamentario



El control jurisdiccional del TC: objeto 
de control

C t l j ídi tit i l l ti l i í• Control jurídico-constitucional al que tienen acceso las minorías 
parlamentarias, las CCAA e, indirectamente a través de la cuestión 
de inconstitucionalidad, los ciudadanos

• Control formal como fuente de derecho
 Presupuesto habilitante + Límites materiales + Límite temporalPresupuesto habilitante + Límites materiales + Límite temporal

• Control formal – procedimental

• Control material: compatibilidad con la CE del contenido o medidas 
previstasp



El control jurisdiccional del TC: vías 
procesales

• Decreto-ley convalidado
▫ Recurso y cuestión de inconstitucionalidad

• Decreto-ley derogado
▫ Recurso de inconstitucionalidad: únicamente si ha sido impugnado antes de 

la derogación y existe interés legítimo en seguir con el procedimiento
C tió d i tit i lid d ti d t t d▫ Cuestión de inconstitucionalidad: con motivo de actos concretos de 
aplicación acaecidos durante periodo de vigencia

• Decreto-ley convertido• Decreto-ley convertido
▫ Recurso y cuestión de inconstitucionalidad: preceptos convertidos
▫ Cuestión de inconstitucionalidad: preceptos no convertidos que generen 

actos concretos de aplicación acaecidos durante periodo de vigenciap p g



El Decreto-legislativo

Normas gubernamentales con fuerza de ley Decreto legislativoNormas gubernamentales con fuerza de ley. Decreto legislativo. 
Concepto y límites. Intervención parlamentaria: delegación y 

control



Decreto legislativo: concepto, 
presupuesto, clases y control

• Concepto:
▫ Delegación legislativa al gobierno: decreto-legislativo y 

reglamentoreglamento.
▫ Carácter ocasional      Mayor control.

• El Parlamento y el Gobierno deben respetar las 
condiciones y límites que la CE determina para la 
aprobación de un decreto legislativo: ley de delegación;aprobación de un decreto legislativo: ley de delegación; 
límites materiales; límites temporales.



Decreto legislativo: concepto, 
presupuesto, clases y control

• Clases:
▫ Textos articulados a partir de una ley de bases

T t f did i t ti l l i l ió i t t▫ Textos refundidos para sistematizar la legislación existente 
en la materia

• Dos tipos de control sobre el uso del Decreto-ley que 
efectúe el Gobierno

Control parlamentario: fórmulas adicionales (82 6 CE)▫ Control parlamentario: fórmulas adicionales (82.6 CE)
▫ Control jurisdiccional: TC y tribunales ordinarios. 



El Decreto-ley en los nuevos EEAA: 
remisión
• Los Estatutos de Autonomía incorporan el decreto legislativo al 

i t d f t d d CCAAsistema de fuentes de cada CCAA
▫ Andalucía: art. 109 (LO 2/2007)
▫ Aragón: art. 43 (LO 5/2007)

C till L ó t 25 3 (LO 14/2007)▫ Castilla y León: art. 25.3 (LO 14/2007)
▫ Cataluña: art. 63 (LO 6/2006)
▫ Comunidad Valenciana: art. 44.3 (LO 5/1982 reformada conforme 

a la LO 1/2006)a la LO 1/2006)
▫ Islas Baleares: art. 49  (LO 1/2007)
▫ Navarra: art. 21 (LO 13/1982)

• En general, a configuración del decreto legislativo en los 
ordenamiento autonómicos se hace a imagen y semejanza de los 
decretos legislativos estatales.g



Ley de delegaciónLey de delegación

• La regulación que de ellas hace la Constitución es un límite al Parlamento.g q

• Delegación mediante ley ordinaria (82.2 CE). Podemos distinguir entre:
▫ Ley de bases cuando se autoriza al gobierno a elaborar un texto articulado.

L l d b d b d li it t l t i t l La ley de bases debe delimitar expresamente la materia y contener los 
principios y criterios que deben guiar la normativa que el gobierno dictará (82.4 
CE). 

▫ Ley ordinaria cuando se autoriza al gobierno a dictar un texto refundido 
(82 5 CE)(82.5 CE).
 La ley debe aclarar si el gobierno está autorizado a no sólo refundir, sino 

también a “regularizar, aclarar y armonizar” los textos legislativos en la materia 
especificada. 

• Las Cortes deben revocar la delegación de forma expresa voluntariamente 
o si el gobierno se opone a la tramitación de una proposición de ley o 
enmienda por entrar en conflicto con la delegación.



LímitesLímites
Son límites a la ley de delegación y al propio decreto legislativo. 

• Los decretos legislativos no podrán versar sobre las materias reservadas a 
ley orgánica (82.1 CE).

• La delegación debe realizarse de forma expresa e indicando la materia 
concreta a la que el decreto legislativo debe circunscribirse (82.3 CE). 

Se delega la potestad de dictar una norma con rango de ley• Se delega la potestad de dictar una norma con rango de ley 
exclusivamente al gobierno, no estando autorizado este a subdelegar en 
autoridades distintas. (82.3 CE).

• Es preciso dictamen preceptivo no vinculante del Consejo de Estado (21 
LO 3/1980, del Consejo de Estado) o del órgano autonómico equivalente.

• Límite temporal: el decreto legislativo debe dictarse dentro del plazo• Límite temporal: el decreto legislativo debe dictarse dentro del plazo 
establecido en la ley de delegación (82.3 CE).



Control parlamentarioControl parlamentario

• El artículo 82.6 habilita a las Cortes a establecer formulasEl artículo 82.6 habilita a las Cortes a establecer formulas 
adicionales de control.

• Los artículos 152 y 153 del Reglamento del Congreso de los y g g
Diputados establecen el control político a posteriori del decreto 
legislativo cuando la ley de delegación establezca formulas 
adicionales de control. 

El texto articulado o refundido se publica en el Boletín Oficial de▫ El texto articulado o refundido se publica en el Boletín Oficial de 
las Cortes Generales y los grupos parlamentarios disponen de un 
mes para formular objeciones. De hacerlo, la comisión 
parlamentaria correspondiente debe emitir un informe que seráp p q
debatido en el Pleno.

• La revocación de la delegación es también un mecanismo de control 
( C )(84 CE).



El control jurisdiccional (I): TC (161.1 a) 
y 163 CE)
• Control jurídico-constitucional mediante el recurso de j

inconstitucionalidad( que abre el control a las minorías 
parlamentarias) o a través de la cuestión de 
inconstitucionalidad (que abre el control a los (q
ciudadanos)

• Control formal como fuente de derecho• Control formal como fuente de derecho
 Presupuesto habilitante + Límites materiales + Límite temporal

• Control formal procedimental• Control formal – procedimental

• Control material: compatibilidad con la CE del contenido 
did i to medidas previstas



El control jurisdiccional (II): tribunales 
ordinarios
• En general, los tribunales tienen las mismas potestades de control que ante 

cualquier norma con rango de leycualquier norma con rango de ley. 

• Además, los tribunales ordinarios tienen potestad de control de los decretos 
legislativos en la medida que excedan los límites de la delegación g q g
legislativa. Parte de la doctrina considera que los excesos de la delegación 
no poseen pues rango de ley. 
▫ 17.2 b) LOTC.
▫ 1 1 Ley 29/1998 de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa▫ 1.1 Ley 29/1998, de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa.
▫ Ver, por ejemplo, la STC 51/1982 (doctrina constitucional sobre el control de 

tribunales ordinarios) o la STC 159/2001 (sobre el concepto “ultra vires”).



El Reglamento

N di t d l Ad i i t ió PúbliNormas dictadas por la Administración Pública. 
Concepto y límites. Clasificación. Procedimiento. Control



Concepto de reglamento I: 
Norma dictada por 
la Administración 
Públicap g

Ubicación en el sistema de fuentes de la CE (remisión)

• Potestad reglamentaria: poder mediante el cual la Administración 
dicta normas de rango inferior a la ley que innovan el 
ordenamiento jurídico.

 “De este modo la Administración no es sólo un sujeto de Derecho 
sometido como los demás a un ordenamiento que le viene impuesto, 
i ti l id d d f i t did

ConstituciónConstitución

sino que tiene la capacidad de formar en una cierta medida su 
propio ordenamiento” (E. García de Enterría- T.R. Fernández. Curso 
de Derecho Administrativo I)

 Fundamento constitucional: 97 CE. 

 Carácter originario de la potestad 
reglamentaria del ejecutivo.

NormasNormas
con con 

rango de leyrango de ley

g j
 Se atribuye tanto a órganos de la administración estatal como de las 

autonómicas. 

• Bajo el concepto de reglamento se ubica una gran diversidad de 
normas jurídicas

ReglamentosReglamentos

normas jurídicas. 
▫ Diferenciación respecto de los reglamentos de algunos órganos 

constitucionales cuyo carácter es estatutario (por ejemplo, el Reglamento 
del Congreso de los Diputados).

▫ Las normas técnicas

¿P é t ib l Ad i i t ió t l t t d?

Actos AdministrativosActos Administrativos

• ¿Por qué se atribuye a la Administración tal potestad? 
Flexibilidad, complejidad…



Concepto de reglamento II: p g
Diferenciación del acto administrativo

El reglamento se diferencia del acto El reglamento se diferencia del acto 
administrativo por:administrativo por:administrativo por:administrativo por:
•• Su naturaleza jurídicaSu naturaleza jurídica
•• A quién se dirigeA quién se dirige•• A quién se dirigeA quién se dirige
•• Su procedimiento de aprobaciónSu procedimiento de aprobación

Sus efectos; vigenciaSus efectos; vigencia•• Sus efectos; vigenciaSus efectos; vigencia
•• Los mecanismos de control y las consecuencias Los mecanismos de control y las consecuencias 

d l id l idel mismo.del mismo.



Límites I: formales

• Competencia: el órgano que los dicte debe poseer• Competencia: el órgano que los dicte debe poseer 
originariamente (el Gobierno o el ejecutivo autonómico) 
o tener atribuida la potestad reglamentaria.

• Fruto de su posición como fuente del derecho:
▫ Jerarquía normativa (9 3 CE) Subordinación a la ley▫ Jerarquía normativa (9.3 CE). Subordinación a la ley 

(artículos 9.1, 97, 103.1 y 106.1 CE; 
 Las relaciones entre los distintos ordenamientos (estatal y 

t ó i ) i l i i i d t i )autonómico) se rigen por el principio de competencia)
 Principio de reserva formal de ley. Congelación de rango.



Límites II: formalesLímites II: formales

▫ Jerarquía entre los distintos tipos de reglamentos (51.2, 
51 3 i 62 2 LRJPAC 23 3 LG) (V l ifi ió d l51.3 i 62.2 LRJPAC; 23.3 LG). (Ver clasificación de los 
reglamentos)

P di i t d l b ió b ió (105• Procedimiento de elaboración y aprobación(105.a 
CE; 22.3 LOCE; 52.1 LRJPAC; 23-24 LG; remisión 
respecto reglamentos autonómicos). En especial: 
▫ Trámites de audiencia a los ciudadanos cuyos intereses 

resulten afectados directamente o a través de 
organizaciones que los representen. (105.a CE; 24.1 LG). 

▫ Dictámenes e informes preceptivos. En especial, dictamen 
del Consejo de Estado (22.3 LOCE). 



Límites III: materialesLímites III: materiales

P i i i G l d l D h• Principios Generales del Derecho.

• Control de la discrecionalidad (la potestad 
reglamentaria es una potestad discrecional) 

• Irretroactividad (62.2 LRJPAC)( )



Límites III: materiales

• Reserva de ley y materia reglamentaria 

Reserva material de ley.  STC 83/1984, de 23 de julio, F. 4 

“Este principio de reserva de ley entraña, en efecto, una garantía esencial de 
t E t d d D h t l h d d S i ifi d últinuestro Estado de Derecho, y como tal ha de ser preservado. Su significado último 

es el de asegurar que la regulación de los ámbitos de libertad que 
corresponden a los ciudadanos dependa exclusivamente de la voluntad de 
sus representantes, por lo que tales ámbitos han de quedar exentos de la 
acción del ejecutivo y en consecuencia de sus productos normativosacción del ejecutivo y, en consecuencia, de sus productos normativos 
propios, que son los reglamentos. El principio no excluye, ciertamente, la 
posibilidad de que las leyes contengan remisiones a normas reglamentarias, 
pero sí que tales remisiones hagan posible una regulación independiente y 
no claramente subordinada a la Ley, lo que supondría una degradación de la y, q p g
reserva formulada por la Constitución en favor del legislador”.



Límites III: materiales

• (23.3 LG): “Los reglamentos no podrán regular materias objeto de reserva de Ley, 
ni infringir normas con dicho rango Además sin perjuicio de su función deni infringir normas con dicho rango. Además, sin perjuicio de su función de 
desarrollo o colaboración con respecto a la Ley, no podrán tipificar delitos, faltas o 
infracciones administrativas, establecer penas o sanciones, así como tributos, 
cánones u otras cargas o prestaciones personales o patrimoniales de carácter 
público”.p
▫ No es necesaria habilitación legal expresa para reglamentos de carácter 

autoorganizativo.
▫ Es necesaria para reglamentos con efectos externos, es decir, aquellos 

que inciden en los derechos y deberes de los ciudadanosque inciden en los derechos y deberes de los ciudadanos.
 Polémica doctrinal sobre si el reglamento puede regular sólo los 

aspectos necesarios para la ejecución de la ley o si se le reconoce 
una mayor capacidad para cubrir los vacíos legales.
R i ió d l li ió Remisión y deslegalización. 

(ver clasificación de los reglamentos en función de su relación con la ley)



Clasificación de los reglamentos I: 
según su relación con la ley
• Ejecutivos

El F J 4º de la STC 18/1982 los define como aquéllos que: “[ ]directamente yEl F.J. 4º de la STC 18/1982 los define como aquéllos que: “[…]directamente y 
concretamente ligados a una ley, a un artículo o artículos de una ley o a un conjunto 
de leyes, de manera que dicha ley (o leyes) es completada, desarrollada, 
pormenorizada, aplicada y cumplimentada o ejecutada (...)»

• Independientes: sólo son admisibles cuando tienen carácter autoorganizativo, no 
cuando tienen efectos normativos externos (i.e. cuando afectan a los derechos de 
los ciudadanos). STS (Sala de lo Contencioso-Administrativo) de 11 de abril de 1981 
(Ponente Sainz Moreno)(Ponente Sainz Moreno)

• De necesidad: 
▫ Dictados bajo circunstancias extraordinarias para salvaguardar bienes superiores. 
▫ Su vigencia temporal es limitada▫ Su vigencia temporal es limitada. 
▫ No siempre carecen de toda habilitación legal pues algunos están amparados por la 

legislación reguladora de los estados de emergencia (por ejemplo LO 4/1981) o los 
preceptos que regulan situaciones excepcionales. 



Clasificación de los reglamentos II: 
jerarquía entre los distintos reglamentosjerarquía entre los distintos reglamentos

Administración General del Estado
• Existe una jerarquía entre los reglamentos dictados en el seno de 

cada administración (51.2, 51.3 i 62.2 LRJPAC; 23.3 LG). 
Ad i i t ió G l d l E t d (25 LG)• Administración General del Estado (25 LG)
▫ Real Decreto:
 Del Presidente del Gobierno

D l G bi (C j d Mi i t ) Del Gobierno (Consejo de Ministros)
▫ Orden ministerial

• El esquema se replica de forma muy pareceida en los 
ordenamientos autonómicosordenamientos autonómicos.

• La potestad reglamentaria local presenta singularidades fruto de su 
mayor legitimación democrática directa.



Control de los reglamentos
• Por la Administración:• Por la Administración:

▫ No hay recurso administrativo contra reglamentos (107.3 LRJPAC)
▫ Acción de nulidad de oficio o a solicitud del interesado (102 LRJPAC)
▫ Recurso indirecto. Especialidades procedimentales (107.3 LRJPAC)

• Por los Tribunales de Justicia (106.1 CE):
▫ Regla General (6LOPJ): 
“Los Jueces y Tribunales no aplicarán los Reglamentos o cualquier otra disposición 
contrarios a la Constitución a la Ley o al principio de jerarquía normativa”contrarios a la Constitución, a la Ley o al principio de jerarquía normativa . 

▫ Jurisdicción Contencioso-Administrativa (1.1 y 25.1 LJCA)
 Recurso directo (los ciudadanos pueden impugnar directamente el reglamento supuestamente 

ilegal) (25 JCA)
 Recurso indirecto (los ciudadanos impugnan un acto de aplicación del reglamento ilegal) (26Recurso indirecto (los ciudadanos impugnan un acto de aplicación del reglamento ilegal) (26 

LJCA). 
 Cuestión de ilegalidad (27 LJCA): si un tribunal, salvo que se trate del Tribunal Supremo, en 

sede de recurso indirecto dicta sentencia firme anulando un acto a causa de la presunta 
ilegalidad de un reglamento, este tribunal debe plantear la cuestión de ilegalidad ante el tribunal 
competente para conocer del recurso directocompetente para conocer del recurso directo. 

▫ Jurisdicción Constitucional
 Control de la constitucionalidad de los reglamentos en caso de conflicto positivo o negativo de 

competencias. (161.1d) y 161.2 CE; 61-63  y 76-77 LOTC)
 Los reglamentos ilegales por contravenir las disposiciones competenciales son controlablesLos reglamentos ilegales por contravenir las disposiciones competenciales son controlables 

también por los tribunales contencioso-administrativos. 
▫ Jurisdicción Penal (506 CP)
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TEMA: NORMAS PROCEDENTES DEL EJECUTIVO 

 

CONCEPTOS CLAVE 

 

1 § EL DECRETO-LEY 

 

DECRETO-LEY: Norma con fuerza de ley que únicamente puede ser aprobada 

por el Gobierno en caso de extraordinaria y urgente necesidad, sin que pueda 

afectar a las materias enunciadas en el artículo 86.1 CE, y que despliega 

plenos efectos jurídicos desde su promulgación hasta que el Congreso de los 

Diputados decida convalidarlo o derogarlo en un plazo no superior a 30 días. 

 

EXTRAORDINARIA Y URGENTE NECESIDAD: Presupuesto fáctico cuya 

concurrencia permite al Gobierno aprobar el Decreto-ley y que ha sido 

interpretado por el TC “como necesidad relativa respecto de situaciones 

concretas de los objetivos gubernamentales, que, por razones difíciles de 

prever, requieren una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el 

requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la 

tramitación parlamentaria de las leyes” (STC 6/1983, FJ 5). El TC ha otorgado 

un amplio margen de apreciación al Gobierno para decidir sobre la 

concurrencia o no del presupuesto habilitante, pero en todo caso el Gobierno 

debe explicitar la situación y motivar la necesidad de adoptar el Decreto-ley. 

Sin embargo, el control último sobre su concurrencia corresponde al Tribunal 

Constitucional. 

 

LÍMITES MATERIALES: Ámbitos materiales que por imperativo constitucional 

el Decreto-ley no puede “afectar”, independientemente que concurra una 

situación de extraordinaria y urgente necesidad. El TC ha interpretado 

extensivamente los límites materiales en cuanto a la posibilidad del Decreto-ley 
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de regular los derechos, deberes y libertades: “no afectar” implica la 

imposibilidad de regular “el régimen general” de los derechos, deberes y 

libertades, así como no atentar contra “el contenido o elementos esenciales de 

alguno de tales derechos” (STC 111/1983, FJ 8).   

 

CONVALIDACIÓN: Procedimiento mediante el cual el Congreso de los 

Diputados, en un plazo no superior a 30 días, debate y decide si ratificar el 

Decreto-ley y extender indefinidamente sus efectos jurídicos o derogarlo y, por 

consiguiente, extinguir sus efectos jurídicos. La mera convalidación da pie a un 

“Decreto-ley convalidado”, no se produce su conversión a una ley de naturaleza 

parlamentaria.   

 

CONVERSIÓN: Decisión del Congreso de los Diputados de tramitar el Decreto-

ley como proyecto de ley por el procedimiento de urgencia, adoptada en el 

plazo de 30 días desde la promulgación del Decreto-ley. Como regla general, la 

tramitación parlamentaria se extenderá más allá del plazo de 30 días, siendo 

necesaria la convalidación previa del Decreto-ley. La conversión comporta la 

extinción del Decreto-ley y el nacimiento de una ley de origen parlamentario.   

 

 

2 § EL DECRETO-LEGISLATIVO 

 

DECRETO-LEGISLATIVO:  Norma con fuerza de ley que únicamente puede 

ser aprobada por el Gobierno en virtud de una delegación expresa mediante ley 

por las Cortes Generales. Puede tratarse de una habilitación para dictar un 

texto articulado o un texto refundido sobre una materia concreta, sin que pueda 

afectar a las reservadas a Ley Orgánica (81 CE). 

 

LEY DE BASES-TEXTO ARTICULADO: La ley de bases, que es una ley 

ordinaria, debe concretar la materia y los principios a que debe ceñirse el 

decreto legislativo objeto de la delegación. Se trata de una norma que innova el 

ordenamiento jurídico.  
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LEY ORDINARIA- TEXTO REFUNDIDO: Supuesto en que la delegación tiene 

un objetivo más técnico ya que confía al gobierno la refundición de los diversos 

textos normativos existentes en una materia. La ley de delegación debe 

distinguir expresamente entre la mera formulación de un texto único y la de 

“regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos” 

(82.5 CE).  

 

CONTROL DE LAS DISPOSICIONES QUE EXCEDEN DE LA DELEGACIÓN 

LEGISLATIVA: Además del control por el Tribunal Constitucional en tanto que 

norma con rango de ley, las disposiciones que incurran en “ultra vires” pueden 

ser controladas por la jurisdicción ordinaria (17.2 b) LOTC; 1.1 Ley 29/1998, de 

la Jurisdicción Contencioso- Administrativa; STC 51/1982; STC 159/2001) 

 

FÓRMULAS ADICIONALES DE CONTROL: El articulo 84 CE permite a las 

Cortes establecer fórmulas adicionales de control en la ley de delegación. Se 

trata de un control político. De establecerlas, las mismas se regulan en los 

artículos 152 y 153 del Reglamento del Congreso de los Diputados: El texto 

articulado o refundido se publica en el Boletín Oficial de las Cortes Generales y 

los grupos parlamentarios disponen de un mes para formular objeciones. De 

hacerlo, la comisión parlamentaria correspondiente debe emitir un informe que 

será debatido en el Pleno. 

 

 

3 § EL REGLAMENTO 

 

REGLAMENTO: Normas de rango inferior a la ley dictadas por la 

administración pública. Bajo la rúbrica de reglamentos se ubica una gran 

diversidad de normas jurídicas. 

 

DIFERENCIACIÓN ENTRE REGLAMENTO Y ACTO ADMINISTRATIVO: 

Según su naturaleza jurídica, el colectivo a que se dirigen, su procedimiento de 

aprobación, su vigencia, cómo pueden ser controlados y las consecuencias de 

su ilegalidad.  
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INDEROGABILIDAD SINGULAR DE LOS REGLAMENTOS: “Las 

resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo 

establecido en una disposición de carácter general, aunque aquéllas tengan 

igual o superior rango a éstas” (52.2 LRJAP). Esto es, ni la administración 

autora del reglamento ni una autoridad superior pueden mediante un acto 

singular introducir una excepción al mismo.  

 

PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY 

 Formal: congelación de rango. Imposibilidad que el reglamento 

contradiga a la ley como establece el principio de jerarquía normativa. 

 Material: los reglamentos no pueden regular materias reservadas a la ley 

por la Constitución, sin perjuicio de la función de desarrollo de la misma. 

Se permite la remisión normativa pero no la deslegalización (ver STC 

83/1984, de 23 de julio, F. 4) 

 

PRINCIPIO DE JERARQUÍA NORMATIVA  

Se aplica: 

 al reglamento respecto normas de rango superior 

 entre los reglamentos de una misma administración (ver art. 25 LG 

respecto la Administración general del Estado) 

 

REGLAMENTOS EJECUTIVOS: Reglamento como complemento de la ley. 

Las normas reglamentarias implementan la ley para su ejecución. Los 

reglamentos constituyen piezas esenciales en nuestro ordenamiento por, entre 

otras razones, su mayor flexibilidad, y por la capacidad de tratar 

pormenorizadamente cuestiones técnicas.  

 

REGLAMENTOS INDEPENDIENTES. REGLAMENTOS 

AUTOORGANIZATIVOS: Los reglamentos ad intra, es decir, aquellos fruto de 

la potestad de autoorganización de la administración.   
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INEXISTENCIA DE RECURSO DIRECTO EN VIA ADMINISTRATIVA 

CONTRA EL REGLAMENTO(107 LRJPAC). ACCION DE NULIDAD (102 

LRJPAC)  

 

REGLA GENERAL DE INAPLICACIÓN DE LOS REGLAMENTOS 

CONTRARIOS A LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES (6 LOPJ) 

 

CUESTIÓN DE ILEGALIDAD: Un juez de lo contencioso, a excepción del 

Tribunal Supremo, que dicte sentencia declarando la ilegalidad de un acto a 

causa de la del reglamento que aplica el mismo, deberá plantear cuestión de 

ilegalidad ante el tribunal competente para conocer del recurso directo.   

 

RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO  DIRECTO O INDIRECTO 

(contra un acto de aplicación de la norma reglamentaria) CONTRA 

REGLAMENTOS (25-26 LJCA) 

 

CONTROL POR EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL EN SEDE DE 

CONFLICTO DE COMPETENCIAS (161.2 CE) 
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TEMA: NORMAS PROCEDENTES DEL EJECUTIVO 

 

CASO PRÁCTICO 

 
EL DECRETO-LEY 
 
Lee atentamente la STC 68/2007, de 28 de marzo. Dicha sentencia resuelve 
dos recursos de inconstitucionalidad interpuestos contra el Decreto-ley 5/2002, 
de 24 de mayo, de medidas urgentes para la reforma del sistema de protección 
de empleo y la mejora de la ocupabilidad. Tal y como indica la propia 
sentencia, el diálogo social (entre sindicatos, patronal y Gobierno) para aprobar 
las medidas de reforma del mercado laboral que pretendía el Gobierno 
presidido por José María Aznar no fructificó. Como consecuencia de dicho 
fracaso, el Gobierno aprobó las medidas a través del Decreto-ley, aludiendo a 
una situación de extraordinaria y urgente necesidad en la reforma del mercado 
laboral. El TC, en una línea jurisprudencial más estricta de la seguida en el 
pasado en cuanto al margen de apreciación del Gobierno sobre la concurrencia 
o no del presupuesto habilitante, declara inconstitucional el uso del Decreto-ley: 
la situación de extraordinaria y urgente necesidad no concurre en este caso.     
 
Preguntas 
 
1. ¿Cuál era el objeto del recurso de inconstitucionalidad antes de ser 

derogado el Decreto-ley? ¿Una vez derogado el Decreto-ley, cuál es el 
objeto del proceso y, por tanto, lo que examina el TC? 

2. ¿Cuáles son los dos elementos que el TC analiza para determinar si 
concurre una situación de extraordinaria y urgente necesidad? 

3. ¿Cuáles son los motivos, según la apreciación del TC, que alega el 
Gobierno para apreciar la concurrencia de una extraordinaria y urgente 
necesidad? ¿Cuáles son las fuentes que analiza el TC y que le permiten 
extraer o deducir la motivación del Gobierno? 

4. ¿Cuáles son los argumentos del TC para rechazar la concurrencia de una 
situación de extraordinaria y urgente necesidad en este caso? 

5. El TC realiza una reflexión acerca del papel del diálogo social en el marco 
del procedimiento legislativo. ¿Cuál es la posición del TC en este punto? 
¿Te parece acertada? 

6. Como apunta el TC, el Decreto-ley persigue introducir reformas en el 
mercado laboral en un momento de bonanza económica, o en otros 
términos, en una evolución positiva del desempleo (disminución del mismo). 
Considera la situación de crisis económica que España está sufriendo en la 
actualidad, con una tasa de desempleo muy elevada y que tiene tendencia 
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a aumentar. Bajo esta hipótesis el Gobierno considera que una manera de 
paliar los efectos de la crisis y disminuir la tasa de desempleo es reformar el 
mercado laboral, con medidas, por ejemplo, parecidas a las que quería 
introducir el Decreto-ley 5/2002: abaratar el despido para de este modo 
incentivar o facilitar la contratación de trabajadores. Del mismo modo, el 
diálogo social también fracasa: los sindicatos no quieren abaratar el despido 
y se muestran inflexibles. ¿Crees que ahora sí concurría una situación de 
extraordinaria y urgente necesidad que permitiría al Gobierno aprobar las 
medidas de reforma laboral mediante un Decreto-ley? ¿Y si el Gobierno no 
solamente aprueba un paquete pequeño de medidas de reforma, como así 
pretendía el Decreto-ley 5/2002, y decide realizar una reforma en 
profundidad del mercado laboral, por ejemplo, aprobando el despido libre, 
sin indemnización alguna? ¿Crees que el TC declararía constitucional un 
Decreto-ley bajo estas circunstancias? Argumenta jurídicamente. 

 
 
 
EL DECRETO-LEGISLATIVO 
 
En el año 2001, las Cortes Generales deciden delegar en el Gobierno la 
elaboración de un texto refundido sobre la legislación en materia de aguas. La 
Ley 19/1985, de Aguas, había sufrido numerosas modificaciones, siendo la 
más importante la introducida por la Ley 46/1999, de 13 de diciembre. Aunque 
también se habían introducido cambios por varias leyes de acompañamiento y 
diversos decretos leyes (como el Real Decreto-ley 11/1995, de 28 diciembre, 
por el que se establece las normas aplicables al tratamiento de las aguas 
residuales urbanas). El resultado de tal delegación fue el Texto Refundido 
aprobado por el Real Decreto legislativo 1/2001, de 20 de julio.  
 
Preguntas 
 
7. ¿La delegación debe aprobarse por ley? En caso afirmativo, ¿en qué ley se 

habría operado? 
8. ¿Cuál es el objeto de refundición del  Decreto legislativo 1/2001? ¿Toma el 

gobierno en consideración únicamente normas con rango de ley?  
9. De acuerdo con la delegación, ¿puede el gobierno innovar el ordenamiento 

jurídico o únicamente unificar la legislación vigente? 
10. ¿Cuándo se considera vigente este decreto legislativo? ¿Existe algún tipo 

de control parlamentario? 
11. La Ley 46/1999 introdujo mecanismos de flexibilización del régimen 

concesional. Entre ellos, estableció la posibilidad de que las 
confederaciones hidrográficas pudieran crear centros de intercambio de 
derechos del uso del agua si concurrían situaciones de sequía. Tales 
modificaciones se recogieron en el artículo 61 bis de la Ley 29/1985. Este 
artículo permitía la venta de derechos al centro de intercambio, el cuál los 
reasignaría a otros usuarios. La regulación de tales centros se encuentra 
ahora en el artículo 71.  Dada la creciente conciencia ecológica plasmada 
en la normativa comunitaria y estatal (véase, por ejemplo, en la Ley 
46/1999), ¿puede el Gobierno al dictar el Real Decreto legislativo 1/2001 
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incluir un supuesto adicional en su artículo 71 permitiendo que la 
Confederación Hidrográfica adquiera derechos para proteger el caudal 
mínimo necesario para la sostenibilidad ambiental de los ríos en lugar de 
tener que reasignar los derechos a otros usuarios? ¿Quién podría controlar 
tal precepto? 

12. Si un precepto de dicho texto refundido es contrario a la Constitución, 
¿puede un tribunal contencioso-administrativo controlarlo o debe platear 
cuestión de inconstitucionalidad? 

13. Imagine que en las elecciones del 2000, se hubiera producido un cambio de 
mayoría parlamentaria pero hubiese seguido gobernando en minoría el 
mismo partido que en la anterior legislatura. En ese escenario, las Cortes 
Generales empiezan a tramitar una proposición de ley en materia de aguas 
sin referencia alguna a la delegación para dictar un texto refundido. ¿Tiene 
algún mecanismo de reacción el Gobierno que ya está ultimando tal 
proyecto? 

14. De acuerdo con lo estudiado en la unidad correspondiente al decreto-ley, 
analiza críticamente si concurría el supuesto de extraordinaria e urgente 
necesidad en el Real Decreto-ley 11/1995.  

 
 
 
EL REGLAMENTO 
 
La Confederación Nacional de Productores de Brandy de Jerez (CNPBJ) 
solicita vuestro asesoramiento porque el Ministerio de Medio Ambiente, Rural y 
Marino ha dictado una Orden Ministerial de desarrollo de la Ley de la Viña y del 
Vino (Ley  24/2003, de 10 de julio) estableciendo las normas de calidad y 
etiquetado del brandy con mención “solera”. El Ministerio no ha incluido una 
memoria económica en tal reglamento y ha prescindido del informe de la 
organización mencionada. 
 
Preguntas 
 
15. ¿Cómo podría definirse el reglamento mencionado, de acuerdo con las 

categorías utilizadas utilizadas por la teoría sobre las clases de 
reglamentos? 

16. ¿Era preceptivo el dictamen del Consejo de Estado en este caso? 
17. ¿Contiene algún vicio dicho reglamento?  
18. A la luz de la STC 60/2000, de 2 de marzo(FFJJ), ¿plantea algún problema 

la remisión al reglamento del artículo 38.1.n de la Ley de la Viña y el Vino? 
19. El Real Decreto 1651/2004, de 9 de julio, establece normas de desarrollo 

para la adaptación de los reglamentos y órganos de gestión de los vinos de 
calidad producidos en regiones determinadas a la Ley 24/2003, de 10 de 
julio, de la Viña y del Vino. Dicho reglamento no se ampara en ningún 
precepto legal concreto, sino que auxilia la correcta ejecución de la Ley. 
¿Puede entenderse como un reglamento de ejecución? ¿O es un 
reglamento independiente? ¿Es nulo? 

20. Si la Comunidad Autónoma de Andalucía considera que tal reglamento 
invade sus competencias establecidas en el artículo 83 de su Estatuto de 
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Autonomía, ¿de qué vías de impugnación dispone la Comunidad 
Autónoma? 
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TEMA: NORMAS PROCEDENTES DEL EJECUTIVO 

 

MATERIALES ADICIONALES 

 
 

1 § EL DECRETO-LEY 
 
 
1) BIBLIOGRAFÍA 

 LÓPEZ GUERRA, L., ESPIN, E., GARCÍA MORILLO, J., PEREZ 

TREMPS, P., SATRUSTEGUI, M. Dret Constitucional. Volum II. Els 

poders de l’estat. L’organització territorial de l’estat.  

 BALAGUER CALLEJÓN, F. (Coord.). Manual de Derecho Constitucional. 

Volumen I. Derechos y libertades fundamentales. Deberes 

constitucionales y principios rectores. Institucionales y órganos 

constitucionales.  

BIBLIOGRAFÍA COMPLEMENTARIA 

 ASTARLOA HUARTE-MENDICOA, I., “Teoría y práctica del Decreto-ley 

en el ordenamiento español”, Revista de Administración Pública, nº 106, 

1985. 

 CARRILLO, M. “El Decreto-ley: ¿excepcionalidad o habitualidad?”, 

Revista de las Cortes Generales, nº 11, 1987. 

 CRUZ VILLALÓN, P., “Tres sentencias sobre el Decreto-ley (STC 

29/1982, 6 y 111/1983)”, en AAVV, El Gobierno en la Constitución 

española y en los Estatutos de Autonomía, Diputació de Barcelona, 

Barcelona, 1985. 

 DE OTTO, I. Derecho constitucional. Sistema de fuentes, Ariel, 

Barcelona, 1987. 

 PÉREZ ROYO, J. Las fuentes del Derecho, Tecnos, Madrid, 1984.  
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 DE VEGA GARCÍA, A.S. ¿En qué casos puede el Gobierno dictar 

Decretos-leyes?, Tecnos, Madrid, 1990. 

 SALAS Hernández, J., Los decretos-leyes en la Constitución Española 

de 1978, Civitas, Madrid, 1979. 

 SANTOLAYA MACHETTI, P. El régimen constitucional de los decretos-

leyes, Tecnos, Madrid, 1988. 

 

2) NORMATIVA 

 

 Constitución española de 1978: artículo 86 

 Reglamento del Congreso de los Diputados, aprobado por el Pleno de la 

Cámara el 10 de febrero de 1982: artículo 151 

 

3) JURISPRUDENCIA 

 

 STC 29/1982, de 31 de mayo: caso inspección y recaudación de la 

Seguridad Social. Interesante como punto de partida del estudio de 

todos los aspectos del Decreto-ley. 

 STC 6/1983, de 4 de febrero: caso que muestra un ejemplo de control 

tanto material como formal del Decreto-ley por parte del TC. Destaca, 

sobre todo, la desvinculación que efectúa del TC del Decreto-ley 

respecto a los estados de alarma, sitio y excepción. El Decreto-ley se 

configura como una norma para situaciones de urgencia, no de 

excepción.  

 STC 111/1983, de 2 de diciembre: caso Rumasa. Importante sentencia 

para estudiar todos los aspectos del Decreto-ley. Interesa especialmente 

la interpretación del TC acerca de los límites materiales del Decreto-ley 

y, en especial, su alcance respecto a la regulación de los derechos.  

 STC 60/1986, de 20 de mayo: relación entre reserva de ley y el uso del 

Decreto-ley. 

 STC 29/1986, de 20 de febrero: caso normas de reconversión y 

reindustrialización. Especialmente interesante para estudiar el límite 

material del “régimen de las Comunidades Autónomas” 
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 STC 155/2005, de 9 de junio: el TC descarta el uso del Decreto-ley 

como instrumento para expresar la autorización de las Cortes Generales 

en el caso de tratados internacionales del artículo 94.1 CE.  

 STC 68/2007, de 28 de marzo: caso de la reforma laboral. El TC 

endurece su control sobre el presupuesto habilitante: la situación de 

extraordinaria y urgente necesidad no es una cláusula vacía de 

contenido. 

 

 

2 § EL DECRETO-LEGISLATIVO 
 
 
1) BIBLIOGRAFÍA 

 LÓPEZ GUERRA, L., ESPIN, E., GARCÍA MORILLO, J., PEREZ 

TREMPS, P., SATRUSTEGUI, M. Dret Constitucional. Volum II. Els 

poders de l’estat. L’organització territorial de l’estat.  

 BALAGUER CALLEJÓN, F. (Coord.). Manual de Derecho Constitucional. 

Volumen I. Derechos y libertades fundamentales. Deberes 

constitucionales y principios rectores. Institucionales y órganos 

constitucionales. (pp. 156-157; 164-173) 

 GARCÍA DE ENTERRÍA, E.; FERNÁNDEZ, T-R. Curso de Derecho 

Administrativo I. Título I, Capítulo V, Apartado II.2. La delegación 

recepticia: Textos articulados y Textos refundidos (decretos legislativos) 

 

BIBLIOGRAFÍA COMPLEMENTARIA 

 Enériz, F.J. “El sistema de fuentes del Derecho: De la Constitución 

Española al nuevo Derecho de la Unión Europea”. Cuadernos Aranzadi 

del Tribunal Constitucional, 20, 2007. 

 LASAGABASTER, I. Fuentes del Derecho, LETE agir letxea, IVAP, 

2007. 

 MUÑOZ MACHADO, S. Tratado de Derecho Administrativo y derecho 

público general, Vol.II. Iustel, Madrid, 2006. (Poner páginas) 
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 QUADRA-SALCEDO, T. “La delegación legislativa en la constitución”, en 

Estudios sobre la Constitución Española. Homenaje al profesor Eduardo 

García de Enterría, Civitas, Madrid, Vol. I, 1991. 

 DE OTTO, I. Derecho constitucional. Sistema de fuentes, Ariel, 

Barcelona, 1987. 

 PÉREZ ROYO, J. Las fuentes del Derecho, Tecnos, Madrid, 1984.  

 Vírgala, E.  Delegación legislativa en la Constitución y los decretos 

legislativos como normas con rango incondicionado de ley, 

Publicaciones del Congreso de los Diputados, DL 1991 

 

 

2) NORMATIVA 

 Constitución española de 1978: artículo 82-85 

 Reglamento del Congreso de los Diputados, aprobado por el Pleno de la 

Cámara el 10 de febrero de 1982: artículo 152 y 153 

 LOTC: 17.2 b) 

 Respecto a la regulación del Decreto-legislativo en los ordenamiento 

autonómicos: ver tema [] 

 

 

3) JURISPRUDENCIA 

 STC 51/1982, de 19 de julio: Cuestión de inconstitucionalidad planteada 

contra el texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral. 

Competencia de los tribunales ordinarios.  

 STC 47/1984, de 4 de julio: Recurso de amparo. Control de los excesos 

de la delegación legislativa tanto por el Tribunal Constitucional como por 

la jurisdicción ordinaria.  

 STC 159/2001, de 5 de julio: resuelve la cuestión de inconstitucionalidad 

planteada contra Decreto Legislativo 1/1990, de 12 julio, por el que se 

aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en 

Cataluña en materia urbanística. Alcance del concepto exceso “ultra 

vires”. 
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 STC 166/2007, de 4 julio: resuelve cuestión de inconstitucionalidad 

planteada contra el Texto refundido de la Ley de propiedad intelectual. 

Alcance de la delegación para “regularizar, aclarar y armonizar los textos 

legales” del 82.5 CE. 

 

 

 

3 § EL REGLAMENTO 
 
 
 
1) BIBLIOGRAFÍA 

 LÓPEZ GUERRA, L., ESPIN, E., GARCÍA MORILLO, J., PEREZ 

TREMPS, P., SATRUSTEGUI, M. Dret Constitucional. Volum II. Els 

poders de l’estat. L’organització territorial de l’estat.  

 BALAGUER CALLEJÓN, F. (Coord.). Manual de Derecho Constitucional. 

Volumen I. Derechos y libertades fundamentales. Deberes 

constitucionales y principios rectores. Institucionales y órganos 

constitucionales. (pp. 156-157; 177-190)  

 Parada, R. en Derecho Administrativo. I Parte General. Título I; Capítulo 

III. El reglamento y otras fuentes del Derecho Administrativo. 

 Santamaría Pastor, J.A. Principios de Derecho Administrativo General. 

1ª. Parte, Capítulo VI. 

 

 

BIBLIOGRAFÍA COMPLEMENTARIA 

 DE OTTO, I. Derecho constitucional. Sistema de fuentes, Ariel, 

Barcelona, 1987. 

 Enériz, F.J. “El sistema de fuentes del Derecho: De la Constitución 

Española al nuevo Derecho de la Unión Europea”. Cuadernos Aranzadi 

del Tribunal Constitucional, 20, 2007.  

 Font i Llovet, T.  “La diversificación de la potestad normativa: la 

autonomía municipal y la autoadministración corporativa”. Derecho 

privado y Constitución, 17 (2003) (Número Monográfico sobre Fuentes 
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del Derecho en Homenaje al profesor Javier Salas Hernández). Pp. 253-

268 

 GARCÍA DE ENTERRÍA, E.; FERNÁNDEZ, T-R. Curso de Derecho 

Administrativo I. Título I, Capítulos IV (El reglamento) y V (Las relaciones 

entre ley y reglamento. En particular, la legislación delegada) 

 GARCÍA DE ENTERRÍA, E. Legislación delegada, potestad 

reglamentaria y control judicial. Madrid, Civitas, 1998.3a. ed.   

 LASAGABASTER, I. Fuentes del Derecho, LETE agir letxea, IVAP, 

2007.Melero Alonso, E. Reglamentos y disposiciones administrativas: 

Análisis teórico y práctico. Editorial Lex Nova, 2005. 

 Muñoz Machado, S. Tratado de Derecho Administrativo y Derecho 

Público General. Vol. II. “Capítulo Cuarto. El Reglamento”. Madrid, Iustel, 

2006. Pp. 851-1190. 

 PÉREZ ROYO, J. Las fuentes del Derecho, Tecnos, Madrid, 1984.  

 Santamaría Pastor, J.A. Fundamentos de Derecho Administrativo. 2a. 

Part, Capítol IV. 

 Santamaría Pastor, J.A. “El sistema de fuentes del Derecho en los 

primeros cincuenta años de vida de la Revista de Administración Pública 

(1950-1999)”. Revista de Administración Pública, 150, 1999.  

 TARRÉS VIVES, M, “Las normas técnicas en el Derecho Administrativo”. 

Documentación Administrativa. 2003 (265-266) 

 

  

2) NORMATIVA 

 Constitución española de 1978: artículos 97; 103.1; 105.a; 106.1; 161. 

 Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 

(LRJPAC):  51; 52; 62. 

 Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno (LG): 23-25. 

 Ley 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado: 22. 

 Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-

Administrativa (LJCA): 1; 25-27. 
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 Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional 

(LOTC): 61-63; 76; 77. 

 Respecto a la regulación del Reglamento en los ordenamiento 

autonómicos: ver temas anteriores 

 

 

3) JURISPRUDENCIA 

 STC 18/1992, de 4 de mayo. Conflicto positivo de competencias. Control 

de la constitucionalidad de reglamentos dictados por una comunidad 

autónoma o por el Estado. Definición de reglamento ejecutivo. 

  STC 83/1984, de 23 de julio. Cuestión de Inconstitucionalidad contra la 

Ley de Bases de la Sanidad Nacional de 1944. Principio de reserva de 

ley. Relaciones entre ley y reglamento.  

 STC 204/1992, de 26 de noviembre. Cuestión de Inconstitucionalidad 

planteada contra la Ley Orgánica del Consejo de Estado.  Respecto al 

dictamen preceptivo del Consejo de Estado u órgano autonómico 

equivalente para los reglamentos autonómicos.  

 STS 1653/2005, (Sala de lo Contencioso-Administrativo; Sección 3ª), de 

16 de marzo. Trámites preceptivos: informes y audiencia de las 

asociaciones representativas de intereses afectados. Carácter de 

asociación representativa.  

 STS 6848/2005, (Sala de lo Contencioso-Administrativo; Sección 4ª), de 

9 de noviembre. Recurso contra el Real Decreto 179/2003, de 14 de 

febrero, que aprueba la Norma de Calidad para el yogour o yoghourt. 

Procedimiento: dictamen del Consejo de Estado en los reglamentos 

ejecutivos; definición de reglamentos ejecutivos; trámites de audiencia e 

información.  

 STS 7505/2006, (Sala de lo Contencioso-Administrativo; Sección 1ª) de 

27 de noviembre. Impugnación del Real Decreto 2397/2004 por el que 

se acuerda que la CMT pase a tener su sede en Barcelona. 

Reglamentos organizativos. Procedimiento de elaboración: memoria 

económica.  
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 STS 6708/2008 (Sala de lo Contencioso-Administrativo; Sección 4ª), de 

9  de diciembre. Real Decreto 45/2007 en cuanto modifica los artículos 

344.B.4 y D.2 del Reglamento de la organización y régimen del 

Notariado.Permite la impugnación de preceptos que modifica uno 

anterior pese que se trate de preceptos que no hayan sufrido cambios. 

Alcance del trámite de audiencia.  
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